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“El precio de la democracia es la eterna vigilancia”
Thomas Jefferson

Resumen: el trabajo apunta a resaltar la importancia que revis-
te para el buen funcionamiento de la democracia constitucional 
que existan mecanismos ágiles y eficaces para que la ciudada-
nía no solo participe en la toma de decisiones públicas, sino que 
pueda controlar de cerca a quienes ejercen el poder público. De 
esa manera, se intenta llamar la atención de la ciudadanía para 
facilitar el tránsito de la Democracia meramente formal a la de-
mocracia genuinamente sustancial en la inteligencia de que el 
control al ejercicio del poder político y la activa participación 
ciudadana, constituyen soportes claves para robustecer la toma 
de decisiones públicas y el Estado de derecho.

Abstract: the work aims to highlight the importance of having 
agile and effective mechanisms for the proper functioning of 
constitutional democracy, so that citizens can not only partici-
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pate in public decision-making but also closely monitor those 
in power. In this way, the goal is to draw the public’s atten-
tion to facilitate the transition from merely formal democracy 
to genuinely substantial democracy, with the understanding 
that controlling the exercise of political power and active ci-
tizen participation are key supports to strengthen public deci-
sion-making and the rule of law.

Sumario: I. Exordio: control al poder y participación ciuda-
dana en democracia. II. Democracia y Constitución: aspectos 
relevantes de una tensa relación. III. Control y participación 
en Democracia. IV. Desafíos para robustecer la participación 
y reforzar los controles en el marco de la democracia consti-
tucional.

I. Exordio: control al poder y  
participación ciudadana en democracia

El modelo jurídico–político de convivencia ciudadana dado por 
la democracia constitucional debe ser entendido —también— 
como un sistema de valores orientados a cohesionar a la comuni-
dad. La convivencia (vida en común valga el pleonasmo) requie-
re tanto de la articulación de políticas públicas que permitan que 
los ciudadanos se encuentren en espacios comunes como de la 
decisión individual de promover el desarrollo de esos valores en 
todos los ámbitos de la vida (familiar, laboral, social, académica, 
cívica, etc). Por esa vía el Estado gana en legitimación mientras 
que los individuos no solo estarán en mejor posición para poten-
ciar sus proyectos personalísimos en torno a lo que reputan una 
“vida buena” sino que, además, en una suerte de virtud paradojal, 
podrán reforzar su autonomía espejándose en el otro a través del 
necesario ejercicio de alteridad que exige la Democracia para su 
pleno desarrollo y consolidación. 

Precisamente, uno de los grandes prodigios de la democracia 
constitucional por encima de otros modelos políticos radica en 
su versatilidad o elasticidad. Este detalle permite la coexisten-
cia pacífica y libre de diversos proyectos de vida individuales o 
colectivos por antagónicos que resulten. Así, socialistas y anar-
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quistas, liberales y conservadores, colectivistas e individualistas, 
partidarios del libre mercado y defensores de la intervención es-
tatal, católicos y protestantes, musulmanes y judíos, ateos y ag-
nósticos, empresarios y sindicalistas, ius publicistas o ius priva-
tistas, etc., encuentran en la Democracia el escenario ideal para 
vivir libre y dignamente en sociedad sin tener que sacrificar sus 
proyectos personales, ni resignar sus creencias o sus ideas1 y sin 
que tengan que someterse a la cosmovisión de los demás salvo en 
lo concerniente al acatamiento de las leyes cuya validez formal y 
material, a modo de resguardo y garantía, están condicionadas al 
acatamiento irrestricto de los procedimientos establecidos en la 
propia Constitución para la toma de decisiones públicas y al res-
peto de los derechos fundamentales de los ciudadanos. 

Para reducir el riesgo de arbitrariedad en la toma de decisio-
nes públicas al tiempo de garantizar protecciones férreas a las 
minorías mediante el respeto hacia el núcleo duro de derechos 
y garantías, la democracia constitucional articula un procedi-
miento de toma de decisiones que apunta a resguardar en todo 
momento al ciudadano de los potenciales abusos que se pueden 
cometer desde el ejercicio del poder político.2 Ese rasgo caracte-
rístico es el que encumbra a la democracia por encima de cual-
quier otro modelo político.3 

Ahora bien, tratándose de un proyecto de vida comunitaria 
basado en valores compartidos, los prodigios de la democracia 
constitucional no operan en forma espontánea y tampoco que-
dan garantizados una vez conquistados, valga la rima. Antes bien, 
están siempre sujetos a marchas y contramarchas por lo que exi-
ge de los ciudadanos un grado de compromiso y participación 
mínimos de manera a resguardar al sistema de los permanentes 

1	 Cfr. Ortega y Gasset, José, Ideas y Creencias, Buenos Aires, Espasa–Calpe, 
1945.  

2	 En la Constitución del Paraguay de 1992 el procedimiento aludido se en-
cuentra establecido en los artículos 203 al 216, Sección II, “De la formación 
y la sanción de las leyes” y en los artículos 289, 290 y 291, Título IV, “De la 
reforma y de la enmienda de la Constitución”. 

3	 A modo de acotación anecdótica cabe aquí recordar que Winston Churchill 
sentenció de manera célebre que “la democracia es el peor de los sistemas 
políticos con excepción de todos los demás”. 
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e inevitables acechos a los que la someten sus enemigos4 siempre 
dispuestos a instalar proyectos autoritarios.5 De ahí la importan-
cia que revisten la participación cívica y la activación de las he-
rramientas de control al poder público para la buena salud del 
proyecto democrático y para que los valores constitutivos del 
modelo de convivencia puedan permear en la población más allá 
del simple reconocimiento jurídico formal de derechos, deberes, 
garantías y obligaciones. 

En relación a la línea axiológica constitutiva del modelo, el 
constitucionalista Jorge Alejandro Amaya afirma que la demo-
cracia busca prohijar tres grandes valores como la igualdad, la 
libertad y la fraternidad y que “la instalación y la consolidación 
de un sistema democrático parece exigir un aprendizaje colecti-
vo. Un aprendizaje que lleva a reconocer derechos y obligaciones 
recíprocos, a asumir el principio de la pluralidad y la diversidad y 
a renunciar a dogmas y maniqueísmos políticos”.6

Por su parte, el educador colombiano Bernardo Toro, amplian-
do la perspectiva axiológica del modelo democrático, añade que 

La democracia no es un partido, no es una ciencia, no es una reli-
gión; la democracia es una forma de ver el mundo, una cosmovi-

4	 Todorov, Tzvetan, Los enemigos íntimos de la democracia, Madrid, Galaxia 
Gutemberg, 2012. El filósofo búlgaro-francés denuncia en su obra que los 
peligros que acechan a las democracias occidentales no son tanto externos 
(terrorismo, extremismos religiosos o dictaduras foráneas) sino internos. 
Todorov afirma que nadie pone tanto en peligro la democracia como tres 
tendencias crecientes en occidente a saber: el mesianismo, el ultralibera-
lismo que se traduce en el imperio del dinero por encima de la política, 
el poder de los medios de comunicación, el desmantelamiento del estado 
de bienestar, el populismo y la xenofobia y el aumento del nacionalismo 
excluyente. Así pues -concluye el autor citado- el enemigo está en nosotros 
mismos.   

5	 Fenómenos políticos como el de Hugo Chávez y Nicolás Maduro en Ve-
nezuela, Alberto Fujimori en el Perú, Ortega en Nicaragua, Bukele en El 
Salvador, Trump en Estados Unidos o Bolsonaro en Brasil muestran a las 
claras que en el continente americano los proyectos democráticos sufren 
el embate permanente de proyectos autoritarios, demagógicos o populistas 
sean estos de derecha o de izquierda, de extracción militar o civil.  

6	 Amaya, Jorge Alejandro, Democracia y minoría política, Buenos Aires, As-
trea, 2014, pp. 11–14.
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sión. Por eso, nadie puede darle democracia a una sociedad, ningún 
político puede dársela. La democracia es una decisión que adop-
ta una sociedad para percibir al mundo. Y si decide contemplar al 
mundo de esa manera, entonces tendría que preguntarse ¿cómo 
son las familias democráticas?, ¿las parejas democráticas?, ¿los no-
viazgos democráticos?, ¿las escuelas democráticas?, ¿los partidos 
democráticos?, ¿las empresas democráticas?, ¿qué poesía genera la 
democracia?, ¿qué arte genera la democracia? {…}. Cuando comen-
zamos a hacernos estas preguntas, la democracia se vuelve una cul-
tura; mientras tanto, es un discurso […].7 

Y, haciendo énfasis en el compromiso que la democracia re-
quiere de las personas, el lúcido pensador colombiano agrega 

Pero ¿qué es un ciudadano? Un ciudadano es una persona que es ca-
paz de crear o modificar en cooperación con otros, el orden social 
que se quiere vivir, cumplir y proteger para la dignidad de todos. 
No nos hace ciudadanos ir a votar ni que nos elijan para un puesto 
público dentro del gobierno. Esos son derechos ciudadanos. Lo que 
nos hace ciudadanos es la capacidad de construir, en cooperación 
con otros, el orden social en que queremos vivir, para la dignidad 
propia y la de todos. Esto es lo mismo que participar. Pero partici-
par no es estar en una reunión, ni estar en un grupo, ni tampoco 
contestar una encuesta. Se participa en la medida en que se puede 
modificar y transformar el orden social para la dignidad de todos. 
Por eso la democracia es una continua auto fundación del orden. La 
libertad no es posible si no hay orden, pero el único orden que da 
libertad es el que uno mismo construye.8  

Como se puede advertir, la participación (y dentro de ella el 
ejercicio de los controles cívicos al ejercicio del poder político) 
resulta clave para que la democracia pueda transitar de su faz for-
mal a la faz sustancial. Si bien existen ritos, procedimientos y for-
malidades que ayudan a que la democracia sea previsible y brin-
de seguridad jurídica, la misma, tal como se vio más arriba, debe 
ser vista como algo muy superior a un simple método aritmético 
de toma de decisiones o mucho más que la posibilidad de votar 

7	 Toro, José Bernardo, “La democracia como cosmovisión”, Foro de educación 
cívica y cultura política democrática, UNAM, México, 2000, pp. 123–135.  

8	 Ibidem. 
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cada cierto periodo de tiempo para validar relaciones de poder 
mediante un sintagma monosilábico que constriñe al ciudadano 
a decir “sí” o “no” frente a una oferta electoral compleja y amplia 
que, por lo mismo, exige pensar en espacios complementarios 
de discusión, debate e intercambio que permitan dejar a salvo las 
reservas que desde la ciudadanía crítica eventualmente se tengan 
con respecto a los programas que son ofertados por quienes aspi-
ran a cargos públicos. 

La democracia no puede quedar reducida a un simple juego de 
validación de relaciones de poder. El gran desafío que enfrentan 
las democracias Constitucionales apunta a desarrollar conductas 
cívicas que ayuden a que el modelo de valores permee en todos 
los niveles de la cultura de una sociedad para lo cual se hace im-
prescindible la participación ciudadana y el control al poder pú-
blico en todas sus variantes.  

Al solo efecto de que la ciudadanía crítica pueda dimensionar la 
complejidad del tema —y a partir de allí la importancia de par-
ticipar de manera activa— vale recordar que la Democracia en 
general y la Democracia Constitucional en particular, como todo 
fenómeno complejo, admite un abordaje multidimensional,9 des-
de la libertad, desde el poder, desde los derechos, desde los prin-
cipios, desde las reglas, desde los valores, desde los límites, desde 
la relación interinstitucional o inter poderes, en el plano vertical, 
en el plano horizontal, en su vertiente directa o indirecta, en su 
faz representativa, electoral, liberal, social, como el poder de las 
mayorías o como el ámbito de protección de las minorías, etcé-
tera.10 

A su turno, la complejidad aludida plantea tensiones legítimas e 
inevitables en muchos niveles de relacionamiento institucional y 
de convivencia ciudadana. Esas tensiones afectan y condicionan 
tanto la participación como la activación de los controles reco-
nocidos formalmente por lo que el primer paso para que el ciu-
dadano sepa posicionarse frente al fenómeno jurídico – político 

9	 Cfr. Bobbio, Norberto, Estado, gobierno y sociedad, México, FCE., 2006, pp. 
188–221.

10	 Cfr. Sartori, Giovanni, ¿Qué es la Democracia?, Buenos Aires, Taurus, 2003, 
pp. 133-169.
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pasa por tratar de entender la relación no siempre cómoda entre 
democracia y Constitución.  

II. Democracia y Constitución: aspectos 
 relevantes de una tensa relación

Contrariamente a lo que pueda intuirse desde la habitual pasivi-
dad ciudadana o a lo que se sugiere en forma recurrente desde el 
discurso político–burocrático edificado desde la comodidad de 
los lugares comunes a los que las cúpulas partidarias reducen el 
juego de poder, democracia y Constitución no conviven en ar-
monía plena. 

Al contrario, por razones históricas que no pueden ser abor-
dadas en este trabajo sin exceder los límites trazados, ambos vo-
cablos (“Democracia” y “Constitución”) se unen en una suerte 
de “matrimonio por conveniencia” para dar vida a un fenómeno 
problemático y tenso (legítima y saludablemente problemático 
e inevitable y edificantemente tenso) que obliga a equilibrar en 
forma permanente la lógica antagónica que dota de identidad a 
cada uno de los términos que componen la fórmula. 

Si bien se mira, se logra advertir con cierta facilidad lo proble-
mático que resulta mantener el equilibrio entre la democracia y 
la Constitución desde el momento mismo en que la primera está 
caracterizada por el gobierno de las mayorías o por la potestad 
de las mayorías para tomar decisiones públicas vinculantes mien-
tras que la segunda está concebida precisamente para limitar el 
ejercicio del poder público o la toma de decisiones mayoritarias 
si estas amenazan derechos fundamentales de los individuos o de 
las minorías.

Como ya se refirió más arriba la Democracia Constitucional 
puede ser analizada desde diversas perspectivas,11 desde la li-
bertad, desde el poder, desde los derechos, desde los principios, 
desde las reglas, desde los valores, desde la participación, desde 
la representación, desde los controles externos e internos, desde 
los límites, desde la relación interinstitucional o inter poderes, 

11	 Cfr. Bobbio, Norberto, op. cit.
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en el plano vertical, en el plano horizontal, en su vertiente direc-
ta o indirecta, en su faz representativa, electoral, liberal, social, 
como el poder de las mayorías o como el ámbito de protección de 
las minorías, etcétera.12 

El fenómeno deja al descubierto la complejidad del Estado 
moderno13 y obliga a que la ciudadanía crítica y comprometi-
da analice los componentes de la fórmula en forma autónoma 
asumiendo a su vez que ambos vocablos, en sí mismos, también 
plantean situaciones problemáticas de diversa índole. Por esa vía, 
tanto la participación como los controles cívicos tendrán mayor 
entidad y serán más eficaces. 

Con respecto a la democracia, más allá de su complejidad,14 
cabe señalar que en su vertiente moderna esta debe ser vista ante 
todo como 

un método para edificar decisiones públicas, un conjunto de pro-
cedimientos para formar gobiernos y para autorizar determinadas 
políticas. Pero este método presupone —además de reglas y princi-
pios— un conjunto de valores éticos y políticos que lo hacen desea-
ble y justificable frente a sus alternativas históricas (el autoritaris-
mo o la dictadura) y frente a otros modelos democráticos que no 
perfilan tan claramente sus valores.15

A su turno, en lo que respecta a la Constitución, la doctri-
na especializada coincide en señalar que su rasgo distintivo está 
dado por su pretensión de encorsetar el ejercicio del poder pú-
blico. En ese sentido, se ha dicho con acierto que la Constitución 

12	 Cfr. Sartori, Giovanni, ¿Qué es la Democracia? cit.
13	 Savater, Fernando, Política de urgencia, Bogotá, Ariel, 2014. p. 14. El filóso-

fo español señala con agudeza y perspicacia en ese tramo de la obra que “el 
progreso de la fórmula democrática ha ido haciendo el Estado cada vez más 
abstracto; es decir, más necesitado de comprensión educativa y reflexiva 
[…].”

14	 Los interesados en profundizar la compleja relación dada por la Demo-
cracia Constitucional pueden recurrir a Amaya, Amaya, Jorge Alejandro, 
Democracia y minoría política, cit.; y también a Sartori, Giovanni, Ingeniería 
constitucional comparada, México, FCE, 2010. 

15	 Amaya, Jorge Alejandro, Los derechos políticos, Buenos Aires, Astrea, 2016, 
p. 10.
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constituye “el dispositivo fundamental para el control del proce-
so del poder”.16 

Para los fines del presente ensayo es clave reparar en el de-
talle apuntado en el párrafo anterior pues, siendo el objetivo de 
toda Constitución encontrar un antídoto eficaz contra toda for-
ma de poder concentrado, la misma se erige en la principal he-
rramienta para garantizar que la ciudadanía pueda participar de 
manera amplia al tiempo de ejercitar férreos controles para obli-
gar a quienes ejercen el poder público a transparentar sus actos, 
a rendir cuentas, a honrar los valores de la democracia, a intentar 
que el Estado se legitime mediante el desarrollo de políticas pú-
blicas eficaces tendientes a la inclusión, etcétera.

La participación ciudadana y el adecuado control al ejercicio 
del poder son factores claves que permiten dotar de contenido 
al sistema jurídico–político que nos rige. La participación cívica 
y la activación permanente de las herramientas de control son 
el complemento ideal y sirven de pilares a la democracia (ideal 
de autogobierno popular) Constitucional (ideal regulativo para 
limitar adecuadamente el ejercicio del poder público).  

La participación genuina sumada al control permanente hace 
que se reduzca notablemente el riesgo de abusos y excesos de au-
toridad dentro del sistema democrático. Debe considerarse que 
en clave constitucional existen abusos cuando el poder “excede 
los límites que le han sido prescriptos; cuando realiza actos no 
autorizados; cuando se impone arbitrariamente a la voluntad de 
los administrados y cuando actúa por interés propio o privado y 
no por interés público”.17

En definitiva, la democracia constitucional exige que el ideal 
del autogobierno popular o mayoritario (componente democrá-
tico) respete los límites establecidos para que el poder público 
no incurra en excesos o invasiones indebidas tanto en la esfera 
de los derechos individuales como en la esfera de competencia 
de los demás poderes u órganos estatales (componente constitu-

16	 Loewenstein, Karl, Teoría de la Constitución, Ariel, Barcelona, 1986, p. 149. 
17	 Amaya, Jorge Alejandro, La Jurisdicción Constitucional, Asunción, La Ley, 

2014, p. 2.
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cional). Eso se logra por varias vías, la principal de las cuáles está 
dada por la participación ciudadana y por el ejercicio constante 
de control a toda forma de poder público. 

La ciudadanía debe hacerle saber a quienes ejercen el poder 
público que el hecho de haber sido votados o de contar con el 
respaldo de mayorías coyunturales, no les confiere una suerte de 
salvoconducto para que puedan sobrepasar ciertos límites dados 
para evitar excesos y abusos típicos de los modelos autoritarios. 

Así las cosas, la soberbia casi inevitable que propicia en la 
clase política la legitimidad de origen una vez que son ungidos 
por las mayorías, debe equilibrarse o neutralizarse en la puesta 
en práctica de la legitimidad de ejercicio que exige prudencia, ra-
zonabilidad e incluso humildad republicana para que las decisio-
nes públicas sean compatibles con los valores de la democracia 
constitucional. Ese baño de humildad y de prudencia a la clase 
política se logra a través del control y de la participación en el 
juego democrático de parte de la ciudadanía.   

III. Control y participación en democracia

La misión de controlar al poder que se auto asigna la Democra-
cia Constitucional resulta harto compleja y harto difícil. Podría 
incluso decirse que puestas en el mismo enunciado las palabras 
“control” y “poder” se raya el oxímoron. No obstante, la dificul-
tad apuntada, la finalidad que motoriza la articulación de herra-
mientas de control al poder hace que cualquier esfuerzo en esa 
línea merezca la atención y la consideración de la ciudadanía. A 
su vez, la activación de los controles depende directamente del 
grado de involucramiento y participación de la ciudadanía en el 
juego democrático.  

La idea de establecer mecanismos eficaces para evitar los 
efectos nocivos de la concentración del poder público se institu-
cionaliza con la Convención de Filadelfia de 1787 en cuyo seno 
se logró la instauración de los checks and balances de la mano de 
los Federalistas, muy especialmente, gracias a la labor de dos de 
los padres fundadores del constitucionalismo americano como 
Alexander Hamilton y James Madison. 
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Resulta que Hamilton y Madison tuvieron la lucidez de re-
elaborar la teoría de la división del poder vislumbrada cuatro 
décadas antes por Montesquieu. Específicamente, en “El Fede-
ralista” números 47, 48, 49, 50 y 5118 formulan uno de los más 
extraordinarios aportes políticos, jurídicos, sociológicos e insti-
tucionales de la historia a partir del desarrollo de un modelo de 
organización estatal y gubernamental hasta entonces inédito que 
apelaba no solo a dividir el poder público sino a que los mismos 
se controlen recíprocamente en la inevitable interrelación propia 
de la administración del Estado moderno.   

El modelo de frenos y contrapesos nace entonces a partir de 
la preocupación que generaba en los padres fundadores el peligro 
de que los gobernantes no adecuasen su actuación a los intereses 
de la ciudadanía. En palabras del constitucionalista Jorge Alejan-
dro Amaya:

Aunque se suele enfatizar la forma en que las propuestas institucio-
nales de los federalistas estaban encaminadas a impedir el gobier-
no tiránico, no es menos cierto que una preocupación central era 
también garantizar un gobierno efectivo, capaz de responder a las 
demandas ciudadanas {…}. Ese reto central requería de una hábil 
ingeniería institucional ya que para Madison los representantes di-
rectos del pueblo tenían una irrefrenable tendencia a enredarse en 
batallas políticas cortoplacistas.19

Como se ve, la necesidad de controlar el ejercicio del poder 
está íntimamente ligada a la intención de evitar abusos y exce-
sos que signaron la vida en sociedad desde la antigüedad misma 
hasta nuestros días. Si bien siempre queda instalada la interro-
gante en torno a ¿quién controla al controlador?, la ciudadanía 
participativa no debe cesar en el empeño de reforzar los límites 
y los controles institucionales directos e indirectos, internos y 
externos mientras se articulan y se amplifican los debates en tor-
no a los grandes temas conflictivos del derecho constitucional y 
la democracia. 

18	 Madison, James; Hamilton, Alexander y Jay, John, El Federalista, México, 
FCE, 2006, pp. 204-223. 

19	 Amaya, Jorge Alejandro, Democracia vs. Constitución, Fundación para el 
desarrollo de las Ciencias Jurídicas, Rosario, 2012, p. 191.
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En definitiva, el principal mérito del constitucionalismo radi-
ca precisamente en su obsesiva y deliberada pretensión de “juri-
dizar la política” para tratar de limitar el ejercicio del poder. Di-
cho de otro modo, al ejercitar la participación en la vida pública 
la ciudadanía debe remarcarle siempre a la clase política que la 
Constitución nació y se potenció como un antídoto contra toda 
forma de abuso o exceso derivado del ejercicio ilimitado del po-
der. Por ende, participación y control son dos ejes claves para 
dotar de contenido a la democracia. 

Como enseña un prestigioso constitucionalista mexicano 

En una democracia funcional el control del poder involucra a todos 
los órganos del poder e implica que el ejercicio de este sea: verifica-
ble para que se pueda comprobar lo que cada quien ha hecho; res-
ponsable para que se pueda sancionar a quien infrinja su deber; ra-
zonable, para que no se impida el cumplimiento de la función ajena; 
evaluable, para que se pueda medir la efectividad del cumplimiento 
de las asignaciones; renovable para que no se interrumpa la capaci-
dad creativa de las instituciones; revisable, para que se puedan corre-
gir los errores; y equiparable, para que no haya predominancias que 
perjudiquen el único interés supremo, que es el de los ciudadanos.20

En esa línea, además de los controles institucionales deriva-
dos del mecanismo de frenos y contrapesos, la democracia ha 
ido evolucionando hacia nuevas formas de control y participa-
ción que ampliaron notablemente la perspectiva con respecto a 
las lúcidas ideas plasmadas por los Federalistas en la constitución 
americana de finales del siglo xviii. Una interesante perspectiva 
es la que ofrece Rafael Jiménez Asensio cuando relaciona “con-
troles” y “derechos fundamentales” como fórmulas necesarias 
para potenciar la calidad de la democracia.21 

El autor referido señala con acierto que 

Los derechos y libertades de las personas están en el origen de la 
propia idea de Constitución. Acompañan al proceso conocido como 

20	 Valadés, Diego, El control del poder, Buenos Aires, EDIAR, 2005, p. 146.
21	 Cfr. Jiménez Asensio, Rafael, Los frenos del poder: separación de poderes y 

control de las instituciones, Madrid, Marcial Pons, 2016, pp. 184–209.   
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constitucionalismo desde sus primeros pasos, pues al fin y a la pos-
tre el fenómeno de la Constitución liberal se construye a partir del 
presupuesto de limitar al poder con la finalidad de garantizar la li-
bertad de los ciudadanos. Desde su concepción tradicional los de-
rechos nacen, por tanto, con la finalidad de impedir que el poder 
se transforme en despótico o arbitrario, estableciendo una serie de 
frenos que actúan con mayor o menor intensidad como reglas ins-
titucionales que se deben respetar por parte de las instituciones 
públicas.22

La evolución de los mecanismos de control al poder y de los 
espacios de participación ciudadana han posibilitado que en la 
actualidad las Democracias Constitucionales cuenten no solo con 
los tradicionales y primigenios frenos institucionales propios de 
los checks and balances sino que también, han establecido una 
relación directa entre el reconocimiento genuino de los derechos 
individuales (civiles y políticos) y los derechos sociales (DESC) 
y la legitimación del Estado o del poder público a partir del com-
promiso de traducir en la realidad las múltiples promesas que se 
realizan desde los textos constitucionales. 

Si bien en plena efervescencia de la era tecnológica no resulta 
fácil (ni conveniente) encasillar o encorsetar a los mecanismos de 
control de los que dispone la ciudadanía para incidir en la calidad 
de la democracia, existe una clasificación interesante que presen-
ta el prestigioso constitucionalista Diego Valadés a la cual aludi-
mos sintéticamente a continuación por considerarla sumamente 
didáctica y pedagógica para empoderar a la ciudadanía crítica.  

3.1. Controles internos

Los llamados controles internos están dados por los mecanismos 
institucionalizados en la propia Constitución como derivación y 
desarrollo de los checks and balances que los padres fundadores 
idearon para reducir el riesgo de abusos en el ejercicio del poder. 

El profesor Valadés explica que el control al ejercicio del po-
der público 

22	 Ibidem, p. 184. 
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supone dos niveles distintos de acción: por un lado, los que el poder 
se auto aplica y, por otro, los que resultan de la actividad ciudadana. 
A la primera modalidad se la puede denominar controles internos, 
que se producen con diferentes grados de concentración o descon-
centración. Los más concentrados son los que se ejercen dentro de 
un mismo órgano, y los más desconcentrados son los que se ejercen 
entre los órganos de un Estado federal […].23

Múltiples y variadas son las herramientas diseñadas por el 
sistema para que, más allá de sus funciones, atribuciones y com-
petencias propias, los poderes del Estado puedan controlarse 
recíprocamente. La intensidad y el alcance de las herramientas 
de control dependerán siempre del diseño institucional de cada 
Estado y del modelo político que rige pues cada sistema tiene 
sus matices. Así, la relación entre los poderes en lo que a contro-
les institucionalizados refiere puede resultar similar pero nunca 
idéntica en el presidencialismo y el parlamentarismo respectiva-
mente o incluso en el presidencialismo fuerte y los modelos de 
presidencialismo atenuado. 

No obstante ello y más allá de las particularidades de cada 
caso concreto, entre las herramientas de control interno diseña-
das orgánicamente y comunes a cualquier Democracia Constitu-
cional pueden citarse, entre otras: el juicio político, la interpela-
ción, la rendición de cuentas, el voto de censura, la pérdida de 
confianza, la revocatoria de mandato, la interpelación, el control 
de constitucionalidad, el veto a proyectos de ley, el estableci-
miento de mayorías calificadas para tratar o aprobar ciertos te-
mas, la participación de al menos dos poderes del Estado para 
decretar ciertas medidas que afectan a la libertad como el estado 
de excepción o el toque de queda, las instancias supranaciona-
les de protección de derechos humanos, la pérdida de investidu-
ra, las comisiones parlamentarias de investigación, el pedido de 
informes, entre otras muchas herramientas pensadas para que 
los poderes se sientan sujetos a control permanente y se puedan 
transparentar las decisiones públicas.    

Lo importante, en definitiva, pasa por entender que 

23	 Valadés, Diego, El control del poder, Buenos Aires, EDIAR, 2005, pp. 2 y 3.  
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[…] los términos del control son variables, y la intensidad con que 
se ejercen corresponde al diseño constitucional adoptado. No en 
todos los casos se alcanza una relación simétrica, y por un esquema 
deficiente o por una decisión deliberada es común encontrar que 
entre los órganos del poder existen relaciones que favorecen la po-
sición de alguno de los dos órganos políticos del poder.24

3.2. Controles externos

Si acaso es cierto que la Democracia puede/debe ser asociada 
al gobierno de la gente o si acaso se considera importante darle 
entidad a esa ficción jurídico-política, resulta clave reforzar y/o 
añadir instancias de participación y control que den mayor pro-
tagonismo a la ciudadanía que muchas veces, sea por estrechez 
institucional del diseño representativo, sea por falta de volun-
tad política para ensanchar instancias de protagonismo cívico, 
sea por apatía propia de la población, reduce la participación al 
ejercicio del voto que se da cada cierto periodo de tiempo para 
validar relaciones de poder. 

	 El voto, como conquista cívica-política por excelencia es 
fundamental25 pero a nuestro juicio insuficiente si lo que se quie-
re es alentar el protagonismo de la gente más allá del quehacer de 
los representantes. Resulta que tal como se halla perfilado desde 
hace más de doscientos años, el voto se reduce a un ejercicio mo-
nosilábico y esporádico (valga la rima) que se limita a validar una 
relación de poder alentada por estructuras partidarias o electo-
rales que se preocupan menos en generar inclusión genuina que 
en copar espacios públicos para provecho personal o sectario. 
Dicho de otro modo, ni la participación ni los controles deberían 
quedar reducidos al ejercicio quinquenal o periódico del voto 
previsto en Democracia para elegir autoridades o representantes. 

En esa línea de ideas, haciendo gala de una mirada robusta, 
amplia, abierta y participativa acerca de lo que implica (con) vi-
vir en democracia, el profesor Valadés expone que “los controles 

24	 Valadés, Diego, El control del poder, Buenos Aires, EDIAR, 2005, p. 24.
25	 Cfr. Amaya, Jorge Alejandro, Los derechos políticos, cit., pp. 45–170.
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externos suponen la intervención de agentes de la sociedad como 
los medios de comunicación, las organizaciones ciudadanas y los 
electores. Este último caso constituye la expresión más usual; se 
manifiesta en los procesos electorales y a través de consultas cir-
cunstanciales como los plebiscitos y referendos”.26

El filósofo español Fernando Savater refuerza esa mirada ro-
busta y participativa recordando que el proyecto democrático 
requiere de una ciudadanía de avanzada para consolidarse como 
espacio de convivencia basado en valores compartidos. Afirma 
Savater que 

La ciudadanía democrática es el invento más audaz de la historia 
política. Ha habido imperios como el romano que han reconocido 
derechos ciudadanos […] aunque no incluían la participación polí-
tica {�}. De tal modo que a través de las épocas, el desarrollo y pro-
fundización de la democracia ha consistido en ir ampliando siem-
pre el concepto de la ciudadanía, es decir la titularidad de derechos 
y deberes políticos, hasta lograr desligarlo de rasgos identitarios de 
clase, sexo, raza, religión o ideología para referirlo exclusivamente 
a la aceptación de la ley constitucional del Estado de Derecho.27

La participación activa y genuina de la sociedad civil en la 
activación de los controles políticos externos, a su vez, se en-
cuentra condicionada a que el proyecto democrático cumpla con 
determinados requisitos elementales de inclusión. En palabras 
del Profesor Amaya 

[…] la democracia política es prácticamente imposible cuando la 
sociedad se encuentra desgarrada por polarizaciones extremas, 
cualquiera que sea su naturaleza, pues entonces no existe la posi-
bilidad de llegar a acuerdos y compromisos, y solo queda la “solu-
ción” de fuerza, la exclusión, el sometimiento absoluto de los derro-
tados, situaciones todas radicalmente incompatibles con los valores 
democráticos en su conjunto.28

26	 Idem. 
27	 Savater, Fernando, op. cit., p. 9. 
28	 Amaya, Jorge Alejandro, Los derechos políticos, cit. 
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En el mismo sentido, pero haciendo énfasis en la importancia 
de tomar en serio la puesta en vigencia de los derechos de segun-
da generación, el Profesor Diego Moreno sostiene “Un régimen 
de democracia constitucional parece ser incompatible con for-
mas extremas de desigualdad e inequidad social”.29 Más adelante, 
dejando al descubierto la incoherencia y la falta de compromiso 
de quienes tienen a su cargo la tarea de acortar la brecha exis-
tente entre teoría y práctica o entre promesas constitucionales y 
realidad social, añade que si bien “[…] la Constitución paragua-
ya incorpora elementos sociales e igualitarios muy acentuados 
precisamente para evitar un estado de cosas de este tipo {…} la 
brecha entre texto y realidad llega a niveles alarmantes, al punto 
de poner en entredicho la legitimidad del ordenamiento político 
y erosionar las instituciones republicanas”.30

Desde esa perspectiva, la participación ciudadana y el ejer-
cicio permanente de los controles externos por parte de la so-
ciedad civil revisten fundamental importancia para fortalecer el 
proyecto democrático y orientar el rumbo de las políticas públi-
cas cuando estas son escasas o insuficientes como lo muestra la 
realidad social de muchos países de América Latina. 

IV. Desafíos para robustecer la participación 
 y reforzar los controles en el marco de  

la democracia constitucional

Múltiples son los desafíos que enfrentan las sociedades para 
fortalecer el proyecto de convivencia dado por la democracia 
constitucional. Reducir la brecha entre los derechos reconocidos 
formalmente y la realidad social signada por la exclusión, la mar-
ginalidad y los estragos causados por la corrupción y el crimen 
organizado31 constituye acaso la tarea prioritaria que deben em-

29	 Moreno Rodríguez, Diego, “La brecha entre la Constitución social e igualita-
ria y la realidad democrática en Paraguay”, en AA.VV., Democracia, presiden-
cialismo y populismo en Latinoamérica,  Buenos Aires, Astrea, 2022, p. 188. 

30	 Ibidem. 
31	 Mendonca, Daniel, Paraguay: Las sombras de la democracia, Asunción, In-

tercontinental Editora, 2019, pp. 141–196. 
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prender los Estados que aspiran a dotar de contenido a la demo-
cracia.32 

En esa línea, el catedrático Luca Mezzetti señala que 

[…] una pluralidad de ordenamientos se encuentra en la obligación 
de afrontar un doble reto: la resolución de los problemas de desa-
rrollo y la modernización de la propia estructura institucional, y 
las cuestiones planteadas por la globalización y la internacionaliza-
ción {�}. Las funciones relacionadas con estos temas, a menudo, han 
demostrado ser una carga cualitativa y cuantitativa excesivamente 
onerosa para las frágiles estructuras de los ordenamientos, que, una 
vez superada la fase de transición constitucional, deben afrontar la 
no menos delicada fase de consolidación democrática.33 

Entendemos que, en la actualidad, lograr que los derechos ga-
nen en eficacia constituye el principal indicador de legitimidad 
del Estado. En efecto, así como en el primer tramo del consti-
tucionalismo de corte liberal el Estado se legitimaba a partir de 
la abstención y en el segundo tramo del constitucionalismo de 
corte social el Estado se legitimaba a través de la intervención, en 
este tramo del constitucionalismo caracterizado por el contexto 
de supranacionalidad y reconocimiento de derechos humanos, el 
Estado debe aspirar a legitimarse a partir de la eficacia. 

Las herramientas normativas son abundantes y sólidas. A tí-
tulo meramente referencial basta mencionar que la Convención 
Americana de Derechos Humanos en su artículo 23 consagra 
en forma expresa derechos que propician la participación de los 
ciudadanos y el mejoramiento de la calidad democrática cuando 
expresa que 

Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos 
y oportunidades: a) de participar en la dirección de asuntos pú-
blicos, directamente o por medio de representantes libremen-

32	 Bordón, José Octavio, “Las demandas éticas de la población en América 
Latina y el rol de los políticos”, en AA.VV., Ética y Desarrollo “ La relación 
marginada, Buenos Aires, Editorial El Ateneo, 2002, pp. 373-404.

33	 Mezzetti, Luca, “La Democracia sitiada: tendencias y prospectivas en ám-
bito comparado”, en AA.VV., Democracia, presidencialismo y populismo en 
Latinoamérica, Buenos Aires, Astrea, 2022, p. 3.
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te elegidos; b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los elec-
tores, y c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, 
a las funciones públicas de su país. 

Relacionando la norma referida con la calidad del proyecto 
democrático el Profesor Jorge Alejandro Amaya expresa 

[…] el inc. a consagra el derecho de los ciudadanos de participar en 
los asuntos públicos. Esta participación puede operarse de manera 
directa (p.ej., cuando el ciudadano ejerce un cargo público electivo 
y así forma parte de las acciones de gobierno, o cuando participa 
mediante las formas de democracia semidirecta) o indirecta, cuan-
do en el contexto del sistema representativo se ejercen los derechos 
de petición, reunión, asociación, libre expresión y libertad de sufra-
gio con fines netamente políticos {�}. Estos conceptos tienen gran 
relevancia pues su desarrollo impulsa la participación política y el 
enriquecimiento de los valores democráticos.34 

Perfilar las instituciones republicanas para que sean más ami-
gables con la participación y los controles cívicos también consti-
tuye un desafío importante. Pareciera que la estructura orgánica 
diseñada por el constitucionalismo en sus albores quedó anqui-
losada en el pasado pues la maquinaria de poder no acompañó la 
vertiginosa evolución que se dio en materia de derechos. Al res-
pecto, desarrollando una interesante tesis no exenta de polémica, 
un prestigioso constitucionalista afirma que mientras las partes 
dogmáticas de las Constituciones no han hecho más que avanzar 
en los últimos doscientos años, las estructuras de poder siguen 
siendo tributarias al modelo socio económico y socio político de 
finales del siglo XVIII35 lo que impone realizar ajustes estructu-
rales profundos. 

En la misma línea, buscando perfilar la institucionalidad de-
mocrática para que sean eficaces en la lucha contra la corrupción 
a la que se considera el principal flagelo que azota las sociedades 

34	 Amaya, Jorge Alejandro, Democracia y minoría política, cit., 
35	 Cfr. Gargarella, Roberto, La sala de máquinas de la Constitución, Buenos 

Aires, KATZ Editores, 2014.
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latinoamericanas, Bruce Ackerman, de manera tan lúcida como 
audaz propone pensar en una nueva división de poderes que per-
mita ensanchar la participación ciudadana y fortalecer las insti-
tuciones incorporando, entre otros estamentos, un nuevo poder 
encargado de supervisar la integridad burocrática y un nuevo 
poder con atribuciones para supervisar la calidad de la demo-
cracia.36 

Se tratan de ideas sumamente atractivas y dignas de ser deba-
tidas y exploradas a la luz de los grandes flagelos como la corrup-
ción, el narcotráfico, la miseria y la ignorancia que amenazan a 
las democracias y facilitan el acceso al poder a los populistas, 
demagogos y autoritarios que una vez en el gobierno, no dudan 
en desmantelar las instituciones republicanas. En palabras del 
propio Ackerman “la división de poderes es una buena idea, pero 
no hay razón para suponer que los autores clásicos hayan agotado 
su bondad”.37

El ejercicio no solo resulta necesario para ejercitar la muscu-
latura cívica de la comunidad sino que, dadas las dificultades que 
asedian a las democracias modernas deviene necesario si acaso 
se considera que el modelo de sociedad abierta resulta más con-
veniente para el ser humano que los proyectos políticos alterna-
tivos que discurren sobre la opacidad y la verticalidad autoritaria 
edificadas sobre premisas de corte oracular que son materializa-
das por quienes pretenden gobernar o imponer decisiones públi-
cas a la manera del “Rey filósofo” perfilado por Platón.38 

Un último desafío para los fines del presente ensayo está 
dado por generar espacios institucionales que involucren con 
mayor intensidad a la ciudadanía en la toma de, no todas, pero sí 
determinadas decisiones que, por su envergadura, interés públi-
co, repercusión o impacto social merecen de un mayor protago-
nismo cívico. 

36	 Cfr. Ackerman, Bruce, La nueva división de poderes, México, FCE, 2007, pp. 
83-128.  

37	 Ibidem, p. 124. 
38	 Popper, Karl, La sociedad abierta y sus enemigos, Buenos Aires, Paidós, 

1982, pp. 93-198.
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En efecto, la decisión sobre algunos temas trascendentes 
como por ejemplo la posibilidad de interrumpir o no el embara-
zo, de portar o no armas, de legalizar o no el consumo de ciertas 
drogas, prescribir o no ciertos delitos cometidos durante la vi-
gencia de regímenes dictatoriales, desarrollar o no acciones afir-
mativas o discriminación positiva, realizar o no gastos públicos 
extraordinarios, condonar o no crímenes de grupos insurgentes  
por citar solo algunas de las muchas cuestiones sensibles que mo-
torizan a grandes segmentos de la sociedad o a varios colectivos 
minoritarios, no deberían quedar reducidos al debate de unos 
pocos representantes del Parlamento o a un grupo reducido de 
jueces de tribunales superiores. 

Para abordar ciertos temas que razonablemente permiten su-
poner que revisten un interés superlativo a nivel comunitario, 
se podría pensar en establecer instancias institucionalizadas de 
debate público de activación sencilla y expeditiva que, desde la 
propia ley contemplen instancias previas de intercambio y deba-
te que apunten a escuchar (con voz y voto) a la mayor cantidad 
de ciudadanos o grupos organizados posibles. 

En definitiva, todas las medidas que apunten a perfilar el mo-
delo jurídico–político de convivencia de manera más amigable 
con la participación ciudadana directa y que no nieguen sino 
complementen la variante representativa del modelo, deberían 
formar parte de la agenda pública si acaso nos interesa tomar en 
serio el fuerte compromiso declarativo que las Constituciones 
asumen con la democracia.
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